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Locales Menores de Palacio de Torío y Palazuelo de Torio, pertenecien-
tes al municipio de Garrafe de Torío (León).

Segundo.– El Acuerdo fue publicado en el «Boletín Oficial de Casti-
lla y León número» 33, de 18 de febrero de 2009, habiéndose efectuado
notificación personal a la Junta Vecinal de Palazuelo de Torio, con fecha
27 de febrero de 2009.

Tercero.– Con fecha 17 de marzo de 2009, se interpone recurso de
reposición por D. Ovidio García Getino, Presidente de la Junta Vecinal de
Palazuelo de Torio, alegando la falta de marco normativo de referencia,
el incumplimiento del acta suscrita por las juntas vecinales, el represen-
tante de la Junta y el representante del IGN de 27 de noviembre de 2006,
en el que se preveía una reunión por separado con cada una de las Juntas
Vecinales para que manifestasen donde deben colocarse los hitos y visi-
tar el resto de los mojones cuando el tiempo lo permita.

Cuarto.– Dado traslado del recurso interpuesto a la Junta Vecinal de
Palacio de Torio, de acuerdo con lo previsto en le artículo 112 de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, presentan escri-
to de alegaciones en el que terminan por solicitar la confirmación del
Acuerdo 19/2009, de 12 de febrero, de la Junta de Castilla y León por el
que se fija la línea límite entre las Entidades Locales Menores de Palacio
de Torío y Palazuelo de Torío.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.– Es competente para resolver este recurso la Junta de Casti-
lla y León, a tenor de lo dispuesto en el artículo 116.1 de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común, en relación con el
artículo 16.m) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León.

Segundo.– La Junta Vecinal de Palazuelo de Torío tiene la condición
de interesado y por tanto la legitimación necesaria para formular el recur-
so que interpone de acuerdo con lo establecido en los artículos 31 y 107.1
de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Tercero.– El recurso se ha presentado dentro del plazo señalado en el
apartado 1 del artículo 117 de la ya citada Ley 30/1992.

Cuarto.– En cuanto al fondo del asunto, indicar que el escrito de
recurso de reposición es sustancialmente idéntico al escrito de alegacio-
nes presentado en el trámite de audiencia del expediente de deslinde y
que fue desvirtuado en el Acuerdo 19/2009, de 12 de febrero, de la Junta
de Castilla y León por el que se fija la línea límite entre las Entidades
Locales Menores de Palacio de Torío y Palazuelo de Torío , en el que se
indica:

«No pueden ser admitidas las alegaciones de inseguridad jurídica
y nulidad del procedimiento que alega la Junta Vecinal de Pala-
zuelo de Torio puesto que en cuanto a la normativa aplicable al
procedimiento de de fijación de línea límite entre las Entidades
Locales Menores en el escrito de 19 de abril de 2004 con fecha de
registro 22 de abril remitido por la Dirección General de Adminis-
tración Territorial a ambos Alcaldes Pedáneos y al Alcalde de
Garrafe de Torio se informaba de la normativa aplicable y el pro-
cedimiento a seguir y en cuanto a las reuniones por separado cons-
ta en el expediente que se celebraron en el mismo día y que la
Junta Vecinal de Palazuelo de Torio aportó como documentación
informe de D. Jorge García Pacho en el que se definen los vértices de
la poligonal en coordenadas UTM, es decir, perfectamente definidas.

En cuanto al fondo del asunto, el análisis que sirva para determi-
nar la línea límite jurisdiccional entre las Entidades Locales Meno-
res de Palacio de Torío y Palazuelo de Torío, pertenecientes al
Municipio de Garrafe de Torío, ha de consistir en el contraste de
los elementos de prueba y argumentos aportados por cada Junta
Administrativa de acuerdo con la doctrina elaborada para este tipo
de expedientes tanto por el Consejo de Estado (Dictámenes
1.245/93, 1.625/93, 897/99, 2905/2002, entre otros) como por el
Tribunal Supremo (Sentencias 30 de octubre de 1979, 26 de febrero
de 1983 y 10 de diciembre de 1984, entre otras), pues, los textos
legales y reglamentarios que resultan aplicables no contienen
reglas que permitan llegar a esa determinación.»

Por tanto, las alegaciones del recurso no desvirtúan la fundamenta-
ción jurídica del Acuerdo impugnado y no apreciándose la existencia de
motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 62 y 63 de la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que en
virtud del artículo 107 del mismo texto legal, podría fundamentar la inter-
posición del recurso.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero
de Interior y Justicia, y previa deliberación del Consejo de Gobierno en
su reunión de 16 de julio de 2009 adopta el siguiente

ACUERDO

Primero.– Desestimar el recurso de reposición interpuesto por D. Ovidio
García Getino, Presidente de la Junta Vecinal de Palazuelo de Torío con-
tra Acuerdo 19/2009, de 12 de febrero, de la Junta de Castilla y León por
el que se fija la línea límite entre las Entidades Locales Menores de Pala-
cio de Torío y Palazuelo de Torio, pertenecientes al municipio de Garrafe
de Torío (León).

Segundo.– Contra este Acuerdo, que agota la vía administrativa,
podrá interponerse recurso contencioso-administrativo ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla
y León con sede en Valladolid, en el plazo de dos meses desde el día
siguiente al de su publicación, o cualquier otro que se estime más conve-
niente para la defensa de sus intereses.

Valladolid, 16 de julio de 2009.

El Presidente de la Junta
de Castilla y León,

Fdo.: JUAN VICENTE HERRERA CAMPO

El Consejero de Interior
y Justicia,

Fdo.: ALFONSO FERNÁNDEZ MAÑUECO

ORDEN IYJ/1540/2009, de 10 de julio, por la que se inscribe en el
Registro de Colegios Profesionales y Consejos de Colegios de Cas-
tilla y León el Estatuto del Consejo de Colegios Profesionales de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local de
Castilla y León.

Visto el expediente de inscripción en el Registro de Colegios Profe-
sionales y Consejos de Colegios de Castilla y León, del Estatuto del Con-
sejo de Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y Tesoreros
de Administración Local de Castilla y León, con domicilio social en la
calle Enrique IV , n.º 4 4.º piso de Valladolid, cuyos

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.– Con fecha 25 de enero de 2008 fue presentado por D. Luis
Royuela Perea, en calidad de Presidente de la Comisión Gestora del Con-
sejo de Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y Tesoreros
de Administración Local de Castilla y León, solicitud de inscripción en el
Registro de Colegios Profesionales y Consejos de Colegios de Castilla y
León, del Estatuto Particular del Consejo de Colegios Profesionales citado,
que fue aprobado por la Comisión Gestora el 11 de abril de 2005.

Asimismo, fue también aprobado en Asamblea del Colegio de SITAL
de Ávila de 26 de julio de 2005, en Asamblea del Colegio de SITAL de
Burgos de 9 de junio de 2005, Asamblea del Colegio de SITAL de León
de 16 de diciembre de 2005, Asamblea del Colegio de SITAL de Palen-
cia de 4 de junio de 2005, Asamblea del Colegio de SITAL de Salaman-
ca de 4 de noviembre de 2005, Asamblea del Colegio de SITAL de Sego-
via de 25 de noviembre de 2006, Asamblea del Colegio de SITAL de
Valladolid de 9 de junio de 2005 y Asamblea del Colegio de SITAL de
Zamora de 5 de mayo de 2005.

Posteriormente fue modificado por acuerdos de la Comisión Gestora
de 23 de marzo y de 29 de mayo de 2009, ratificados por las Juntas de
Gobierno de todos los colegios integrados.

Segundo.– El Consejo de Colegios Profesionales de Secretarios,
Interventores y Tesoreros de la Administración Local de Castilla y León
fue creado mediante la Ley 4/2004, de 13 de octubre comprendiendo su
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ámbito territorial provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salaman-
ca, Soria, Valladolid y Zamora, estando integrado por los Colegios Ofi-
ciales de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Soria, Valladolid y
Zamora. Asimismo, en la citada Ley, se estableció que la modificación
del ámbito territorial del Consejo se ajustaría a lo previsto en el artículo
21 del Decreto 26/2002, de 21 de febrero, por el que se aprueba el Regla-
mento de Colegios Profesionales de Castilla y León. Dicha modificación
fue instada cumpliendo las prescripciones jurídicas necesarias y se ins-
truyó el correspondiente expediente que concluyó con la adopción del
ACUERDO 103/2008, de 9 de octubre, de la Junta de Castilla y León,
por el que se modifica el ámbito territorial del Consejo de Colegios de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local de Casti-
lla y León por integración del Colegio Territorial de Secretarios, Inter-
ventores y Tesoreros de Administración Local de Segovia.

Tercero.– El citado Consejo se encuentra inscrito en el Registro de
Colegios Profesionales y Consejos de Colegios de Castilla y León, por
Orden de la Consejería de Presidencia y Administración Territorial de
fecha 13 de enero de 2005, con el número registral 13/CCP.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.– De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29, apartado b)
de la Ley 8/1997, de 8 de julio, de Colegios Profesionales de Castilla y
León, y el artículo 24, apartados 3 y 5, y artículo 34, apartado 1.c), del
Decreto 26/2002, de 21 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento
de Colegios Profesionales, los Consejos de Colegios Profesionales de
Castilla y León comunicarán a la Consejería de Interior y Justicia los
Estatutos y sus modificaciones para su calificación de legalidad, inscrip-
ción y publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y, una vez
inscritos y publicados, los Estatutos tienen fuerza de norma obligatoria.

Segundo.– En virtud de lo dispuesto en el artículo 71.1.14.º del Esta-
tuto de Autonomía de Castilla y León, corresponde a la Comunidad Autó-
noma el desarrollo legislativo y ejecución de la legislación del Estado en
materia de colegios profesionales y ejercicio de profesiones tituladas.
Según el artículo 6 del Decreto 2/2007, de 2 de julio, del Presidente de la
Junta de Castilla y León, de Reestructuración de Consejerías y el Decre-
to 70/2007, de 12 de julio, por el que se establece la estructura orgánica
de la Consejería de Interior y Justicia, modificado por el Decreto
106/2007, de 8 de noviembre, resulta competente para conocer y resolver
este tipo de expedientes, el Consejero de Interior y Justicia.

Tercero.– El Estatuto del citado Consejo cumple el contenido mínimo
que establece el articulo 22 de la Ley 8/1997, de 8 de julio y el artículo
25 del Decreto 26/2002, de 21 de febrero.

Vistas las disposiciones citadas y demás normativa de común y gene-
ral aplicación, 

RESUELVO:

1.º– Declarar la adecuación a la legalidad del Estatuto del Consejo
de Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y Teso-
reros de Administración Local de Castilla y León.

2.º– Acordar su inscripción en el Registro de Colegios Profesionales
y Consejos de Colegios de Castilla y León.

3.º– Disponer que se publique el citado Estatuto en el «Boletín Ofi-
cial de Castilla y León», como Anexo a la presente Orden.

Contra la presente Orden que pone fin a la vía administrativa, cabe
interponer, de acuerdo con el Art. 117 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, con carácter potestativo, recurso
de reposición, ante el órgano que dictó el acto, en el plazo de un mes a
contar desde el día siguiente al recibo de la presente notificación.

El interesado podrá, sin necesidad de interponer recurso de reposi-
ción, impugnar el acto directamente ante el Tribunal Superior de Justicia
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al recibo de la
presente notificación, conforme al Art. 46 de la Ley 29/1998 de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Valladolid, 10 de julio de 2009.

El Consejero,
Fdo.: ALFONSO FERNÁNDEZ MAÑUECO

ANEXO

ESTATUTO DEL CONSEJO DE COLEGIOS PROFESIONALES 
DE SECRETARIOS, INTERVENTORES Y TESOREROS 

DE ADMINISTRACIÓN LOCAL DE CASTILLA Y LEÓN

TÍTULO I

Disposiciones Generales

CAPÍTULO PRIMERO

Naturaleza, constitución, ámbito territorial y normativa aplicable

Artículo 1.– Naturaleza jurídica.

El Consejo de Colegios Profesionales de Secretarios, Interventores y
Tesoreros de Administración Local de Castilla y León (en adelante Con-
sejo) es una corporación de derecho público, de base asociativa, con per-
sonalidad jurídica propia y capacidad de obrar plena para el cumplimien-
to de sus fines. 

Artículo 2.– Composición.

El Consejo está constituido por los Colegios Oficiales Territoriales de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de Administración Local de Ávila,
de Burgos, de León, de Palencia, de Salamanca, de Segovia, de Soria, de
Valladolid y de Zamora. 

Artículo 3.– Domicilio.

El Consejo tiene su sede en la ciudad de Valladolid, c/ Enrique IV, 4, 4.º. 

El cambio de domicilio del Consejo requiere acuerdo de la Asamblea
General, a propuesta de la Junta de Gobierno.

No obstante, los órganos de gobierno podrán celebrar reuniones en
cualquiera de los municipios de Castilla y León, por acuerdo de la Junta
de Gobierno.

Artículo 4.– Normativa reguladora.

El Consejo se regirá, en primer término, por la legislación básica esta-
tal en materia de Colegios Profesionales, por la Ley 8/1997, de 8 de julio,
de Colegios Profesionales de Castilla y León, y su Reglamento, aproba-
do por Decreto 26/2002, de 21 de febrero, y por la Ley 4/2004, de 13 de
octubre, de creación del Consejo, y de conformidad con estas disposicio-
nes por un sistema normativo propio, que está integrado por los presen-
tes Estatutos, los Estatutos Generales de la Organización Colegial de
Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local, los
Reglamentos internos, en su caso, y los acuerdos de sus órganos de
gobierno, en todo lo que no se oponga a aquéllos.

CAPÍTULO SEGUNDO

Fines y funciones

Artículo 5.– Fines.

Son fines esenciales del Consejo:

a) La colaboración con las Administraciones públicas competentes
para la ordenación de la profesión y el apoyo y mantenimiento de
su correcto ejercicio por parte de los Colegios y sus colegiados.

b) La representación y la defensa de los intereses generales de la pro-
fesión, especialmente en sus relaciones con las Administraciones y
poderes públicos.

c) La defensa de los intereses corporativos de los Colegios y sus cole-
giados.

d) Velar para que la actividad profesional se adecue a los intereses de
los ciudadanos.

Artículo 6.– Funciones.

Corresponde al Consejo, en su ámbito territorial, el ejercicio de las
funciones consignadas en la legislación básica estatal y autonómica sobre
Colegios Profesionales, y en particular de las siguientes:

1) Las atribuidas a los Colegios integrantes, en cuanto su ámbito de
aplicación sea el territorio de la Comunidad Autónoma en su
conjunto o repercutan específicamente en el interés profesional
del colectivo colegial, con respeto a los criterios definidos por el
Consejo General.

2) Ostentar la representación de la profesión ante cualquier perso-
na o entidad, pública o privada, en su territorio, sin menoscabo
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de las funciones atribuidas a los Colegios que lo componen en
el ámbito de su demarcación, participando en Juntas, Consejos,
Patronatos y órganos consultivos, si así lo prevén sus normas de
organización. 

3) Tutelar los derechos e intereses que afecten a la profesión y ejer-
cer la defensa de unos y otros ante la Administración, Institu-
ciones, Tribunales, entidades y particulares, con legitimación
para ser parte en cuantos litigios afecten a los intereses profe-
sionales, y ejercitar el derecho de petición, conforme a la Ley.

4) Informar todo proyecto normativo de la Administración de la
Comunidad Autónoma sobre Colegios profesionales, condicio-
nes del ejercicio profesional, sistemas de provisión de plazas y
cualesquiera otros aspectos que afecten a la profesión.

5) Colaborar con la Administración Pública en el logro de intere-
ses comunes. En particular:

– Participar en los órganos consultivos de la Administración
Pública cuando así lo prevean las normas y disposiciones
administrativas o cuando éstas lo requieran.

– Emitir los informes que le sean requeridos por los órganos
superiores de la Administración y los que acuerde formular
por propia iniciativa.

– Elaborar las estadísticas que les sean solicitadas. 

6) Adoptar las medidas conducentes a evitar el intrusismo.

7) Llevar el Registro de Colegios que integran el Consejo y sus
colegiados.

8) Elaborar, aprobar y modificar su Estatuto, sus reglamentos de
régimen interior y cuantas normas internas disciplinen su régi-
men jurídico.

9) Tomar razón del estatuto particular de los Colegios integrantes,
así como de sus reglamentos de régimen interior.

10) Elaborar y aprobar los presupuestos del Consejo y determinar su
régimen económico.

11) Fijar la aportación económica de cada Colegio integrante al pre-
supuesto de ingresos del Consejo.

12) Recaudar y administrar los fondos propios del Consejo

13) Velar para que la actividad de los Colegios y de sus miembros
esté al servicio de los intereses generales.

14) Coordinar la actuación de los Colegios que lo integran.

15) Adoptar las medidas necesarias para que los Colegios que lo
integran cumplan las resoluciones adoptadas por los órganos del
Consejo, y velar por el cumplimiento de los acuerdos del Con-
sejo General en el ámbito de su competencia.

16) Estimular y facilitar el perfeccionamiento profesional, bien sea
directamente o colaborando con otros centros de investigación y
formación; organizar actividades y servicios comunes, de carác-
ter profesional, formativo, cultural, asistencial, de previsión y
análogos.

17) Impulsar, a través de publicaciones, cursos, conferencias y
cuantos medios procedan, el estudio del derecho y las técnicas
de administración que afecten a la profesión, así como colabo-
rar, cuando sea requerido, en la formación de las autoridades y
cargos, en relación con las materias propias de la profesión.

18) Mantener relaciones permanentes de información y comunica-
ción con el Consejo General, con otros Consejos Autonómicos
de Colegios y con los Colegios Territoriales.

19) Ejercer la potestad disciplinaria sobre los miembros de las Jun-
tas de Gobierno de los Colegios que lo integran, así como de los
miembros de los órganos del Consejo, previa la instrucción del
oportuno expediente.

20) Regular el procedimiento para la resolución de los conflictos
que se susciten entre los distintos Colegios que componen el
Consejo.

21) Conocer y resolver los recursos que se interpongan contra los
actos y acuerdos de los Colegios que integran el Consejo.

22) Promover la solución por procedimientos de arbitraje de los
conflictos que por motivos profesionales se susciten entre cole-
giados pertenecientes a distintos Colegios.

23) Cuantas otras funciones le atribuyan las leyes.

TÍTULO II

De los Colegios

Artículo 7.– Derechos de los Colegios.

Son derechos de los Colegios integrantes del Consejo:

a) Participar activamente en la vida corporativa.

b) Asistir a la Asamblea General con la representación señalada en el
artículo 11 de este Estatuto, interviniendo con voz y voto en la for-
mación de la voluntad corporativa.

c) Dirigirse a los órganos de gobierno del Consejo formulando peti-
ciones y quejas, y recabando información sobre su actividad.

d) Solicitar la convocatoria de la Asamblea General en sesión
extraordinaria, en los términos indicados en el presente Estatuto.

e) Recibir información de la actuación llevada a cabo desde el Consejo.

f) Ejercer, a través de sus representantes, el derecho de sufragio, acti-
vo y pasivo, para la elección de los órganos de gobierno y la remo-
ción de cargos, en su caso, mediante la moción de censura.

g) Recurrir los actos y acuerdos de los órganos del Consejo en la
forma establecida en este Estatuto. 

Artículo 8.– Deberes de los Colegios.

Son deberes de los Colegios integrantes del Consejo:

a) Cumplir los acuerdos del Consejo y lo dispuesto en el presente
Estatuto y en las disposiciones que lo complementen y desarrollen.

b) Perseguir los casos de intrusismo profesional y de actuaciones ile-
gales que afecten al interés de la profesión, comunicándolo al Con-
sejo a fin de que pueda, en su caso, ejercitar las acciones que
correspondan.

c) Comunicar al Consejo los cambios de domicilio, los estatutos y
reglamentos por los que se rijan, la composición actualizada de los
órganos de gobierno y la relación de colegiados. 

d) Participar activamente en la vida corporativa, y especialmente
asistir a la Asamblea General con la representación señalada en
este Estatuto.

e) Comparecer cuando sean requeridos por el Consejo.

f) Satisfacer las cuotas y aportaciones económicas al Consejo, de
acuerdo con lo establecido en este Estatuto.

TÍTULO III

Organización y Funcionamiento del Consejo

CAPÍTULO PRIMERO

Órganos del Consejo

Sección Primera.– Órganos de Gobierno

Artículo 9.– Órganos de Gobierno.

Son Órganos de Gobierno del Consejo:

a) La Asamblea General.

b) La Junta de Gobierno.

c) El Presidente.

Sección Segunda.– De la Asamblea General

Artículo 10.– Asamblea General.

La Asamblea General es el órgano supremo de expresión de la volun-
tad del Consejo. 

El desarrollo de las sesiones de la Asamblea General, sus convocato-
rias y en general la normativa sobre su funcionamiento se regirá por lo
establecido en este Estatuto y en los Reglamentos de Régimen Interior.

Artículo 11.– Composición.

1.– La Asamblea estará constituida por los delegados de cada Colegio
territorial y los miembros de la Junta de Gobierno del Consejo.

2.– Cada Colegio estará representado por delegados en razón del
número de colegiados existentes en su territorio, según la escala siguien-
te: a) de 0 a 50 colegiados, dos delegados; b) por cada 25 colegiados más,
un delegado. A los efectos de los cómputos anteriores, se tendrá en cuen-
ta el número de colegiados a fecha 1 de enero de cada año, manteniéndo-
se el resultado así obtenido para todas las sesiones de ese año natural.
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3.– Todos sus miembros tienen el derecho y el deber de asistir con voz
y voto a la Asamblea General, admitiéndose la representación y el voto
por delegación, mediante autorización por escrito y para cada sesión,
debiendo recaer necesariamente la representación en otro delegado del
mismo Colegio por el que resultaron elegidos.

Artículo 12.– Clases de sesiones:

1.– Las sesiones de la Asamblea General podrán ser ordinarias y
extraordinarias.

2.– La Asamblea General se reunirá en sesión ordinaria una vez al
año, teniendo lugar en el segundo semestre del mismo.

3.– La Asamblea General se reunirá en sesión extraordinaria cuando
lo decida la Junta de Gobierno o a petición de al menos una tercera parte
de los miembros de la Asamblea. A la petición se adjuntará el orden del
día de los asuntos a tratar.

4.– Las sesiones de la Asamblea General se celebrarán en cualquiera
de las provincias de la Comunidad Autónoma, conforme a lo previsto en
el artículo 3 de este Estatuto.

Artículo 13.– Competencias de la Asamblea General.

Son competencias de la Asamblea General:

a) Modificar el Estatuto y aprobar los Reglamentos de Régimen Inte-
rior del Consejo.

b) Tomar razón del estatuto particular de los Colegios y de sus
reglamentos.

c) Determinar y aprobar las aportaciones económicas de los Colegios
que integran el Consejo.

d) Aprobar el presupuesto y su liquidación, así como la rendición de
cuentas.

e) Aprobar las propuestas de inversión respecto de los bienes inmue-
bles propiedad del Consejo.

f) Adoptar los acuerdos sobre la modificación de la composición del
Consejo y su disolución.

g) Ratificar, en su caso, aquellas actuaciones llevadas a cabo por la
Junta de Gobierno que, por su carácter imprevisto, inaplazable o
urgente, no hubieran podido someterse con carácter previo a la
Asamblea, pese a estarle atribuidas.

Artículo 14.– Convocatoria de la Asamblea General. 

La convocatoria de la Asamblea General en sesión ordinaria deberá
producirse al menos con quince días naturales de antelación a la fecha de
celebración de la misma, remitiendo con la convocatoria el orden del día. 

La convocatoria de la Asamblea General en sesión extraordinaria
deberá producirse al menos con diez días naturales de antelación a la
fecha de celebración de la misma, remitiendo con la convocatoria el
orden del día. 

Artículo 15.– Orden del día. 

1.– En las sesiones ordinarias de la Asamblea General deberá incluir-
se obligatoriamente en el orden del día el examen y aprobación, si proce-
de, de las cuentas del ejercicio anterior, de la Memoria que la Junta de
Gobierno someta a conocimiento de los miembros de la Asamblea y del
presupuesto del ejercicio siguiente, así como todos aquellos asuntos que
por su importancia la Junta de Gobierno acuerde incluir.

2.– Para el mejor conocimiento de los miembros de la Asamblea,
todos los documentos deberán estar a disposición de los mismos en la
sede del Consejo desde el momento de su convocatoria. 

Artículo 16.– Quórum de asistencia. 

Las sesiones de la Asamblea General se celebrarán siempre en el día
y hora señalados, bien sea en primera convocatoria, de asistir como míni-
mo más de la mitad de sus miembros, o en segunda, treinta minutos des-
pués, cualquiera que sea el número de asistentes. En todo caso, es nece-
saria la asistencia del Presidente y del Secretario del Consejo o de quienes
legalmente les sustituyan. 

Los miembros de la Asamblea General podrán estar representados por
cualquier otro que pertenezca al mismo Colegio en la forma señalada en
el artículo 11 de este Estatuto, previa acreditación de la representación
ante el Secretario. 

Artículo 17.– Presidencia y Secretaría de la Asamblea. 

La Asamblea General será presidida por el Presidente de la Junta de
Gobierno, actuando como secretario quien lo sea de la Junta de Gobierno. 

Artículo 18.– Acuerdos de la Asamblea. 

1.– Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los votos, sien-
do preciso, además, para su validez el voto favorable de al menos la cuar-
ta parte de los de los Colegios presentes, salvo en los supuestos contem-
plados en el artículo siguiente. 

2.– Las votaciones serán de tres clases: ordinaria, nominal y por papeleta. 

La votación ordinaria se verificará levantándose, en el orden que esta-
blezca el Presidente, los que aprueben la propuesta que se debate, los que
la desaprueben y los que se abstengan.

La votación nominal se realizará diciendo el miembro de la Asamblea
sus dos apellidos y nombre seguidos de la palabra «sí» o «no» o «me abs-
tengo», y tendrá lugar cuando lo soliciten, como mínimo, un tercio de los
asistentes. 

La votación por papeleta deberá celebrarse cuando la pidan la tercera
parte de los asistentes a la sesión y lo apruebe la mayoría simple de los
votos. 

3.– Los acuerdos serán ejecutivos desde el momento de su adopción
y con los efectos que en ellos se determinen.

4.– No se podrán adoptar acuerdos respecto de asuntos que no figu-
ren en el orden del día, salvo en las sesiones ordinarias los declarados de
urgencia por el voto favorable de la mayoría.

Artículo 19.– Mayoría cualificada. 

Será necesaria la mayoría absoluta del total de miembros de la Asam-
blea General para los siguientes supuestos: 

a) La adquisición o venta de bienes inmuebles. 

b) La modificación del Estatuto del Consejo y la aprobación y modi-
ficación de sus Reglamentos. 

c) La extinción y disolución del Consejo.

Artículo 20.– Aprobación de las Actas. 

La aprobación de las actas de las sesiones de la Asamblea General se
efectuará bien en la misma sesión a que corresponda o en la sesión pos-
terior siguiente, autentificándose su contenido mediante diligencia del
Secretario con el visto bueno del Presidente del Consejo. 

Artículo 21.– Libro de Actas.

Los acuerdos de la Asamblea se recogerán en un Libro de Actas, debi-
damente diligenciado, con expresión del resultado de la votación, siendo
firmados por el Secretario, con el visto bueno del Presidente. 

Sección Tercera.– Junta de Gobierno

Artículo 22.– Carácter. 

La Junta de Gobierno es el órgano de administración y dirección del
Consejo que ejerce, además de las señaladas en el artículo siguiente, las
competencias no reservadas a la Asamblea General ni asignadas específi-
camente a otros órganos.

Artículo 23.– Funciones especificas de la Junta de Gobierno.

Son funciones específicas de la Junta de Gobierno: 

1.– Con relación a los Colegios: 

a) Velar por las buenas relaciones mutuas, así como en las que tengan
con terceros. 

b) Ejercer la potestad disciplinaria respecto de los miembros de Junta
de Gobierno de los Colegios que integran el Consejo. 

2.– En relación con la vida económica del Consejo: 

a) Recaudar y administrar los fondos del Consejo. 

b) Someter a la aprobación de la Asamblea General los presupuestos
y rendir las cuentas.

c) Proponer a la Asamblea General la inversión de los fondos sociales. 

d) Decidir sobre las actuaciones o gastos urgentes e inaplazables que
sean necesarios y que no figuren en los presupuestos, dando cuenta de
ello en la primera sesión de la Asamblea General que se celebre. 

3.– En relación con organismos o instituciones: 

a) Representar a la profesión en el ámbito de los Colegios integran-
tes del Consejo y ante el Consejo General. 

b) Defender a los Colegios en el desempeño de sus funciones profe-
sionales, recabando de los Organismos competentes el cumpli-
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miento de las prescripciones establecidas al efecto por la normativa
en vigor. 

c) Gestionar, en nombre del Consejo, cuantas mejoras estime conve-
nientes para el mejor desarrollo de la profesión en su ámbito terri-
torial, así como todo aquello que pueda redundar en el interés de
la profesión. 

d) El ejercicio de acciones en cuantos litigios afecten a los intereses
profesionales de los colegiados. 

4.– De carácter general: 

a) Proponer a la Asamblea General la aprobación y las modificacio-
nes del Estatuto y de sus Reglamentos. 

b) Acordar la celebración de las sesiones de la Asamblea General, así
como fijar el orden del día. 

c) La ejecución de los acuerdos y decisiones de la Asamblea General. 

d) Crear las Comisiones de trabajo que estime conveniente, cuya pre-
sidencia será ejercida por uno de los miembros de la Junta de
Gobierno, y designar su composición. 

e) Resolver sobre las mociones de censura formuladas respecto de los
miembros de la Junta de Gobierno, de acuerdo con lo previsto en
este Estatuto.

f) Cualesquiera otras funciones que no estén expresamente atribuidas
en este Estatuto al Presidente o a la Asamblea General, así como
aquellas otras que, aún estando atribuidas a este órgano, no pudie-
ran someterse al acuerdo del mismo por razones inaplazables de
imprevisibilidad o de urgencia, debidamente acreditadas, con la
excepción de las materias para las que este Estatuto requiera quó-
rum especial, así como las que se refieran a la aprobación de pre-
supuestos o su liquidación. 

Artículo 24.– Miembros de la Junta de Gobierno. 

La Junta de Gobierno del Consejo estará integrada por los Presiden-
tes de cada uno de los Colegios que lo integren. 

En el supuesto de que cualquiera de sus miembros cese en el cargo de
Presidente en su respectivo Colegio, será sustituido por la persona que
ejerza las funciones de Presidente en aquél. 

Cuando el cesante ostente a su vez alguno de los cargos de la Junta de
Gobierno elegidos mediante votación, la persona que le sustituya confor-
me a lo establecido en el párrafo anterior, no ostentará tal condición, sino
que el cargo se someterá nuevamente a elección conforme a lo estableci-
do en el presente Estatuto. 

Artículo 25.– Elección de los cargos de la Junta de Gobierno. 

La Junta de Gobierno elegirá de entre sus miembros, un Presidente,
un Vicepresidente, un Secretario, un Vicesecretario y un Vocal de asuntos
económicos.

Los distintos cargos de la Junta de Gobierno serán elegidos, median-
te sufragio directo de sus miembros, por un período máximo de tiempo
igual al que dure su mandato ordinario en las respectivas Juntas de
Gobierno de los distintos Colegios que integran el Consejo.

Artículo 26.– Cese en el cargo.

Los miembros de la Junta de Gobierno cesarán en sus cargos por las
causas siguientes:

a) Fallecimiento.

b) Renuncia del interesado.

c) Pérdida de los requisitos estatuarios para desempeñar el cargo.

d) Sanción disciplinaria.

e) Si se aprueba una moción de censura.

Artículo 27.– Régimen de funcionamiento.

1.– La Junta de Gobierno se reunirá con carácter ordinario una vez al
trimestre, y con carácter extraordinario cuantas veces fuera necesaria su
actuación, siendo convocada por el Presidente a iniciativa propia o cuan-
do lo soliciten una tercera parte de sus miembros.

2.– La convocatoria se formalizará por el Secretario, previa orden del
Presidente, con al menos tres días de antelación a la fecha de su celebración.

3.– La convocatoria se formalizará por escrito, incluyendo el orden
del día correspondiente. En las sesiones ordinarias se podrán tratar asun-
tos no incluidos en el orden del día cuando se cumplan los requisitos del
Art. 26.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, haciendo constar expre-

samente esta circunstancia en el acta de la sesión. En las sesiones extraor-
dinarias no podrán tratarse más asuntos que los que figuren en el orden
del día.

4.– Las reuniones se celebrarán en el día y hora señalados, pudiendo
hacerlo en primera convocatoria de asistir la mitad más uno de sus miem-
bros, por si o debidamente representados; o en segunda convocatoria,
treinta minutos después, cualquiera que sea el número de asistentes. En
todo caso se requiere la presencia del Presidente y del Secretario o, en su
caso, de quienes les sustituyan. 

Los miembros de la Junta de Gobierno que no puedan asistir a la reu-
nión podrán estar representados por un componente de la Junta de
Gobierno del respectivo Colegio.

5.– Los acuerdos de la Junta de Gobierno se adoptarán por mayoría
de votos de los asistentes, sin que se admitan delegaciones de voto.

6.– La aprobación de las actas de las sesiones de la Junta de Gobier-
no, se efectuará por mayoría simple de los votos presentes y representa-
dos, bien en la misma sesión a que corresponda o en la sesión posterior
siguiente, autentificándose su contenido mediante diligencia del Secreta-
rio con el visto bueno del Presidente del Consejo. 

7.– Los acuerdos de la Junta de Gobierno serán recogidos en un Libro
de Actas, debidamente diligenciado, con expresión del resultado de la vota-
ción, siendo firmados por el Secretario, con el visto bueno del Presidente. 

Sección Cuarta.– Presidente

Artículo 28.– Del Presidente. 

Corresponden al Presidente, como órgano rector del Consejo, las
siguientes atribuciones y facultades:

a) Representar al Consejo y a sus Órganos de Gobierno.

b) Convocar y presidir las sesiones de la Junta de Gobierno y de la
Asamblea General, y de cualesquiera otros órganos del Consejo,
dirigiendo las deliberaciones y velando por el orden de la sesión.

c) Ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno.

d) Adoptar, en caso de urgencia, las resoluciones necesarias, dando
cuenta a la Junta de Gobierno en la primera sesión que celebre.

e) Designar representantes del Consejo en Tribunales, Comisiones y
Organismos de toda clase.

f) Ordenar pagos con cargo a los fondos del Consejo.

g) Dirigir e impulsar la tramitación de los asuntos.

h) Velar por el exacto cumplimiento de las disposiciones legales que
afecten a la profesión, y de las que se prevean en estos Estatutos.

i) Decidir con voto de calidad los empates que se produzcan en las
votaciones.

j) Asistir, en representación del Consejo, a las reuniones de la Asam-
blea del Consejo General, cuando así lo disponga su Estatuto, así
como a las de las Entidades y Organizaciones de la profesión, den-
tro o fuera de Castilla y León, pudiendo delegar la representación
en cualquier otro miembro de la Junta de Gobierno.

Sección Quinta.– Funciones de los cargos del Consejo

Artículo 29.– Del Vicepresidente.

El Vicepresidente ejercerá las funciones que le delegue el Presidente
y le sustituirá en caso de ausencia, vacante o enfermedad.

Artículo 30.– Del Secretario.

Corresponden al Secretario del Consejo las siguientes funciones:

a) Redactar las actas de las sesiones que celebren los órganos del
Consejo autorizando con su rúbrica todas las hojas numeradas que
contengan; y, conjuntamente con el Presidente, firmar las actas
aprobadas, que estarán bajo su custodia.

b) Recibir y dar trámite a los documentos que se presenten en el Con-
sejo, dando cuenta al Presidente.

c) Autorizar, conjuntamente con el Presidente, las credenciales de los
cargos directivos y del personal del Colegio, con referencia a los
acuerdos de designación.

d) Ser fedatario de todos los actos y acuerdos del Consejo y expedir
certificaciones de los extremos que consten en documentos o
libros confiados a su custodia.
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e) Tener a su cargo el archivo documental del Consejo y el Registro
de Colegios y colegiados.

f) Redactar anualmente una memoria descriptiva de las actividades
del Consejo, para conocimiento de los distintos órganos de gobierno.

g) Ser responsable del buen funcionamiento de los servicios adminis-
trativos del Consejo, siendo el Jefe del personal.

Artículo 31.– Del Vicesecretario.

El Vicesecretario sustituirá al Secretario del Consejo en sus funciones
en caso de vacante, ausencia, enfermedad o abstención legal.

Artículo 32.– Del Vocal de asuntos económicos.

Corresponden al Vocal de asuntos económicos del Consejo las
siguientes funciones:

a) Redactar el proyecto de presupuesto del Consejo.

b) Expedir los documentos de pago o de ingreso que correspondan según
el presupuesto, acuerdos adoptados y órdenes de la Presidencia.

c) Proponer a la Junta de Gobierno las habilitaciones o suplementos
de crédito que crea convenientes.

d) Proponer fórmulas de incremento de ingresos y reducción de gas-
tos cuando sea necesario.

e) Llevar los libros de contabilidad que sean necesarios.

f) Redactar anualmente una memoria descriptiva de la situación eco-
nómica del Consejo.

g) Custodiar los documentos y libros de contabilidad.

h) Expedir certificaciones de los extremos que consten en documen-
tos o libros confiados a su custodia.

i) Conjuntamente con el Presidente, firmar los documentos para
movimientos de fondos del Consejo.

j) Redactar la liquidación de los presupuestos y preparar las cuentas
para someterlas al conocimiento de la Junta y posterior aprobación
de la Asamblea General.

CAPÍTULO SEGUNDO

Del régimen de censura

Artículo 33.– Presentación de la moción de censura. 

Para la eficacia de la presentación de la moción de censura contra los
cargos de la Junta de Gobierno será necesaria la solicitud de la mayoría
de los miembros de la Junta de Gobierno, debiendo presentarse por escri-
to de forma motivada e incluir el nombre del candidato propuesto para el
cargo, quien quedará proclamado como tal en caso de que prospere la
moción.

Artículo 34.– Votación de censura.

1.– La sesión de la Junta de Gobierno para la discusión y votación de
censura deberá ser convocada por el Presidente del Consejo en un plazo
máximo de treinta días naturales desde el momento de la entrada de la
solicitud en el Registro del Consejo.

2.– La aprobación de la censura requerirá la mayoría absoluta de los
miembros que componen la Junta de Gobierno.

TÍTULO IV

Personal al Servicio del Consejo

Artículo 35.– Régimen del Personal.

El Consejo podrá contratar personal a su servicio retribuido en cua-
lesquiera de las modalidades establecidas por la legislación laboral.

El régimen de personal, su contratación, sanción y despido será de la
competencia de la Junta de Gobierno.

TÍTULO V

Régimen Jurídico de los Actos y Acuerdos

Artículo 36.– Derecho aplicable a los actos y resoluciones.

1.– La actividad del Consejo relativa a la constitución de sus órganos
y la que realice en el ejercicio de potestades administrativas, estará suje-
ta al derecho administrativo.

2.– Los actos y resoluciones de índole civil y penal así como las rela-
ciones con el personal a su servicio, se regirán por el régimen civil, penal
o laboral.

Artículo 37.– Impugnación de los actos y resoluciones del Consejo
sometidas al derecho administrativo.

1.– Los actos y resoluciones adoptados por los órganos del Consejo
sometidos al derecho administrativo ponen fin a la vía administrativa, sin
perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

2.– Contra los actos y resoluciones de los órganos de gobierno y los
actos de trámite, si estos deciden directa o indirectamente el fondo del
asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, pro-
ducen indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legíti-
mos, cabe interponer, con carácter potestativo, recurso de reposición ante
el respectivo órgano del Consejo.

El plazo para la interposición del recurso de reposición será de un
mes, si el acto fuera expreso. Si no lo fuera, el plazo será de tres meses.

3.– El interesado podrá, sin necesidad de interponer el recurso pre-
visto en el apartado anterior, impugnar el acto ante la jurisdicción con-
tencioso-administrativa conforme lo previsto en la Ley reguladora de
dicha jurisdicción.

4.– Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio
de la competencia que corresponde a la Administración de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León, para conocer de los recursos que se inter-
pongan contra los actos y resoluciones del Consejo cuando éste ejerza
funciones administrativas delegadas por dicha Administración.

Artículo 38.– Impugnación de los actos y resoluciones de los Cole-
gios sometidas al derecho administrativo.

La Junta de Gobierno del Consejo conoce y resuelve los recursos que,
con carácter potestativo se interpongan contra los actos y acuerdos de los
Órganos de Gobierno de los Colegios que integran el Consejo.

TÍTULO VI

Del Régimen Económico del Consejo

Artículo 39.– Recursos económicos.

El Consejo dispondrá de los siguientes recursos económicos:

a) Las aportaciones de los Colegios que lo componen. A tal efecto, la
Asamblea General del Consejo, a propuesta de la Junta de Gobier-
no, aprobará, con los presupuestos anuales, el importe de las apor-
taciones de cada Colegio, que deberán ser satisfechas en el primer
mes de cada año. Dichas aportaciones se determinarán en función
de una cantidad fija e igual para cada Colegio, más otra cantidad
resultante de multiplicar un módulo por el número de colegiados.
Asimismo, la Asamblea podrá acordar la exacción de derramas o
cuotas extraordinarias, que habrán de ser proporcionales según el
criterio fijado para determinar las cuotas ordinarias.

b) Las rentas, productos e intereses de su patrimonio.

c) Las donaciones, legados, herencias y subvenciones de los que el
Consejo pueda ser beneficiario y las aportaciones, en su caso, de
entidades públicas y privadas.

d) El rendimiento de los servicios o prestaciones derivadas del ejercicio
de sus funciones, incluidas las publicaciones, cursos y seminarios.

e) Los beneficios de sus contratos y conciertos con entidades públi-
cas o particulares.

f) Los que por cualquier otro concepto legalmente procedieren.

Artículo 40.– Presupuesto y cuentas. 

1.– El régimen económico del Consejo es presupuestario. El presu-
puesto será único y comprenderá la totalidad de ingresos y gastos del
Consejo, debiendo referirse al año natural.

2.– El cuarto trimestre de cada año, el Vocal de asuntos económicos
formará y presentará a la Junta de Gobierno el presupuesto anual para el
ejercicio siguiente y ésta, previa su conformidad o rectificación, lo some-
terá a la aprobación de la Asamblea General. El presupuesto se ajustará a
la normativa que resulte de aplicación en esta materia y responderá a
principios de buena administración y economía.

3. La aprobación de la liquidación del presupuesto y las demás cuen-
tas corresponderá a la Asamblea General.
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TÍTULO VII

Régimen Disciplinario y Régimen de Distinciones

CAPÍTULO PRIMERO

Régimen disciplinario

Artículo 41.– Responsabilidad disciplinaria. 

1.– Los miembros de los Órganos Rectores del Consejo están sujetos
a responsabilidad disciplinaria en los supuestos y circunstancias estable-
cidas en este Estatuto. 

2.– El régimen disciplinario establecido en este Estatuto se entiende
sin perjuicio de las responsabilidades de cualquier otro orden en que haya
podido incurrirse. 

3.– Si se tiene conocimiento de que sobre los mismos hechos, objeto de
la presunta responsabilidad disciplinaria, se siguen actuaciones penales o
administrativas, se continuará la tramitación del expediente disciplinario,
pero se suspenderá su resolución hasta que conozca la resolución firme
recaída, quedando, mientras tanto, interrumpida la prescripción. 

4.– La potestad disciplinaria respecto de los miembros de las Juntas
de Gobierno de los Colegios integrantes del Consejo se ejercerá confor-
me a lo previsto en el Estatuto Particular de cada Colegio en lo que a tipi-
ficación de faltas e imposición de sanciones se refiere. La potestad disci-
plinaria respecto de los miembros de los órganos del Consejo se ajustará
al régimen previsto en este Estatuto.

5.– Sólo podrán imponerse sanciones disciplinarias en virtud de
expediente instruido al efecto, con arreglo al procedimiento establecido
en el presente Estatuto, y supletoriamente por las normas del régimen dis-
ciplinario aplicable a los funcionarios de la Administración General del
Estado.

Artículo 42.– De las faltas. 

A los efectos procedentes las faltas se clasifican en leves, graves y
muy graves.

Artículo 43.– Faltas leves. 

Son faltas leves: 

a) La desconsideración hacia los compañeros.

b) Los actos de desconsideración hacia los miembros de la Junta de
Gobierno o de la Asamblea General del Consejo, así como del
Consejo General.

c) La desatención leve a los cargos del Consejo como consecuencia
de faltas reiteradas de asistencia, no justificadas, a las reuniones de
la Junta de Gobierno. 

Artículo 44.– Faltas graves. 

Son faltas graves:

a) La desconsideración grave hacia los compañeros.

b) Los actos graves de desconsideración hacia los miembros de la
Junta de Gobierno o de la Asamblea General del Consejo, así como
del Consejo General.

c) La desatención a los cargos del Consejo como consecuencia de
cinco faltas de asistencia consecutivas y diez discontinuas, no jus-
tificadas, a las reuniones de la Junta de Gobierno. 

d) La realización de actividades ilegales que pueden perjudicar gra-
vemente a la imagen, consideración social o profesional, o al pres-
tigio de los colegiados o de la organización colegial, cuando dicha
ilegalidad haya sido declarada por sentencia judicial firme.

e) La infracción de los deberes a los que se refieren estos Estatutos.

Artículo 45.– Faltas muy graves. 

Son faltas muy graves: 

a) El falseamiento o inexactitud grave de la documentación profesio-
nal, y la ocultación o simulación de datos que el Consejo deba conocer
para ejercitar sus funciones.

b) Toda actuación profesional que suponga discriminación por razón
de raza, sexo, religión lengua, opinión, lugar de nacimiento, vecindad o
cualquiera otra circunstancia personal o social.

Artículo 46.– Sanciones disciplinarias. 

Por razón de las faltas detalladas en los artículos anteriores, podrán
imponerse las sanciones disciplinarias siguientes: 

1.ª– Apercibimiento verbal. 

2.ª– Apercibimiento por oficio. 

3.ª– Reprensión ante la Junta de Gobierno. 

4.ª– Inhabilitación para el ejercicio de cargos directivos del Consejo
por tiempo no inferior a tres meses y no superior a dos años. 

5.ª– Inhabilitación para el ejercicio de cargos directivos del Consejo
por tiempo no inferior a dos años y no superior a cuatro.

6.ª– Reprensión pública, efectuada en el Boletín del Colegio respec-
tivo, en el del Consejo de Colegios y en el del Consejo General. 

Artículo 47.– Correspondencia entre infracciones y sanciones.

1.– Para las faltas leves se aplicarán las sanciones 1.ª a 2.ª; para las
faltas graves, las sanciones 3.ª a 4.ª; y para las faltas muy graves, las san-
ciones 5.ª a 6.ª del artículo anterior.

2.– En la imposición de estas sanciones se deberá guardar la debida
adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la
sanción aplicada, considerándose especialmente los siguientes criterios
para la graduación de la sanción a aplicar:

a) La existencia de intencionalidad o reiteración.

b) La naturaleza de los perjuicios causados.

c) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de
una infracción de la misma naturaleza cuando así haya sido decla-
rado por resolución firme. 

d) Negligencia profesional inexcusable.

e) Obtención de lucro ilegítimo merced a la actuación ilícita.

Artículo 48.– Procedimiento disciplinario.

1.– El procedimiento disciplinario se iniciará por acuerdo de la Junta
de Gobierno adoptado de oficio o previa denuncia de tercero interesado.

2.– El denunciante de los hechos constitutivos de presunta infracción
tendrá derecho a conocer la decisión sobre la iniciación y, en su caso, la
resolución del mismo.

3.– Antes de acordar la iniciación del expediente sancionador, el órga-
no competente para ello, podrá decidir la apertura de un plazo para infor-
mación reservada no superior a 20 días.

4.– El acuerdo del órgano competente sobre iniciación del expedien-
te disciplinario será comunicado, en todo caso, al afectado. 

Artículo 49.– Tramitación del expediente disciplinario.

1.– Podrán acordarse por la Junta de Gobierno las medidas provisio-
nales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que
pudiera recaer, si existieran elementos de juicio suficientes para ello. No
se podrán tomar medidas provisionales que puedan causar daños irrepa-
rables a los interesados, o bien que impliquen la violación de derechos
amparados por la legislación vigente.

2.– El propio acuerdo de apertura de expediente disciplinario desig-
nará el Instructor y Secretario, tanto si estuviesen nombrados con carác-
ter general, como si lo hubieran sido con carácter especial. La Junta de
Gobierno podrá sustituir al Instructor y al Secretario, notificándoselo al
interesado. Para ambos serán de aplicación las normas relativas a la abs-
tención y recusación de los artículos 28 y 29 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

3.– El Instructor ordenará la práctica de cuantas diligencias sean ade-
cuadas para la determinación y comprobación de los hechos y, en parti-
cular, de cuantas pruebas puedan conducir al esclarecimiento y a la deter-
minación de las responsabilidades susceptibles de sanción. A la vista de
las actuaciones practicadas, el Instructor formulará el correspondiente
pliego de cargos.

4.– Dicho pliego de cargos deberá redactarse de modo claro y preci-
so, comprenderá los hechos imputados al inculpado en párrafos separa-
dos y numerados por cada uno de ellos y expresará, en su caso, la falta o
faltas presuntamente cometidas y las sanciones que puedan serle de apli-
cación, con arreglo a los preceptos recogidos en el presente Estatuto.

5.– El pliego de cargos se notificará al inculpado, concediéndole un
plazo de quince días para que pueda contestarlo con las alegaciones que
considere pertinentes y la aportación de documentos que estime de inte-
rés. Asimismo, el inculpado podrá solicitar la realización de cualquier
medio de prueba admisible en derecho que crea necesario.
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6.– El Instructor dispondrá del plazo de un mes para la práctica de las
pruebas que estime pertinentes, sean o no propuestas, con notificación al
inculpado del lugar, fecha y hora para la práctica de las mismas.

7.– El Instructor podrá denegar únicamente la admisión y práctica de
las pruebas que considere innecesarias o improcedentes, en resolución
motivada no recurrible, sin perjuicio de las alegaciones que al respecto
procedan en las actuaciones y recursos ulteriores,

8.– En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse
pruebas cuya realización implique gasto que no pueda soportar el Conse-
jo, éste podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación
definitiva, una vez practicada la prueba.

Artículo 50.– Resolución del expediente.

1.– Terminadas las actuaciones, el Instructor, dentro de los diez días
siguientes, formulará propuesta de resolución en la que se fijarán con pre-
cisión los hechos declarados probados, motivará, en su caso, la denega-
ción de pruebas, hará la valoración de las mismas para determinar la falta
o faltas que considere cometidas y precisará la responsabilidad del incul-
pado y propondrá la sanción a imponer.

2.– La propuesta de resolución se notificará al inculpado para que en
el plazo de diez días hábiles, con vista del expediente, puede alegar ante
el Instructor cuanto considere conveniente en su defensa.

3.– El Instructor, oído el inculpado o transcurrido el plazo sin alega-
ción alguna, remitirá el expediente completo al órgano competente para
su resolución, con su informe.

4.– El órgano competente resolverá el expediente en la primera sesión
que se convoque tras la recepción del mismo. En dicha sesión se ausen-
tará cuando sea tratada la resolución del expediente, y por lo tanto no
votará, el miembro o miembros de la misma que hayan actuado como ins-
tructores y secretarios del expediente sancionador. No obstante, el órga-
no competente podrá, antes de adoptar su resolución, ordenar al Instruc-
tor la realización de aquellos trámites que por omisión no se hubieran
llevado a cabo, y resulten imprescindibles para la adopción del acuerdo
de resolución definitivo. De dichas aclaraciones se dará traslado al incul-
pado para que alegue lo que estime conveniente en el plazo improrroga-
ble de diez días.

5.– La resolución del órgano competente que ponga fin al expediente
disciplinario habrá de ser motivada, resolviendo todas las cuestiones
planteadas en el expediente y no podrá aceptar hechos distintos de los que
sirvieron de base a la propuesta de resolución, sin perjuicio, de su distin-
ta valoración jurídica.

6.– El acuerdo deberá ser tomado por la mayoría de los miembros
presentes del órgano competente mediante la correspondiente votación.

7.– La resolución que se dicte deberá ser notificada al inculpado, con
expresión de los recursos que quepan contra la misma, el Órgano ante el
que han de presentarse y plazos para su interposición.

Artículo 51.– Impugnación del fallo.

Contra la resolución que ponga fin al expediente, podrá el interesado
interponer los recursos pertinentes, en la forma prevista en el presente
Estatuto.

Artículo 52.– Ejecución de sanciones.

Las sanciones disciplinarias, una vez que sean firmes en vía adminis-
trativa, se ejecutarán por la Junta de Gobierno en los propios términos de
la resolución que acuerde su resolución. No obstante, la Junta de Gobier-
no del Consejo podrá acordar, de oficio o a instancia de parte, cuando se
acredite la interposición del pertinente recurso, la suspensión de la ejecu-
ción mientras se sustancie, sin perjuicio del derecho del interesado a soli-
citar la suspensión en el ámbito del propio recurso contencioso-adminis-
trativo. 

Artículo 53.– Extinción de la responsabilidad disciplinaria.

La responsabilidad disciplinaria se extingue por el cumplimiento de
la sanción, por fallecimiento, por la prescripción de la falta y por la pres-
cripción de la sanción. 

Artículo 54.– Régimen de prescripción de infracciones y sanciones.
Cancelación.

1.– Las infracciones leves prescriben a los seis meses; las graves al
año; y las muy graves a los dos años. Las sanciones por faltas leves pres-
criben a los seis meses; las impuestas por faltas graves, al año; y las
impuestas por muy graves, a los dos años.

Los plazos de prescripción de las infracciones comenzarán a contar
desde la comisión de la infracción y los de las sanciones desde el día
siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se
impone la sanción. 

2.– La prescripción de las infracciones se interrumpirá por la notifi-
cación al inculpado del acuerdo de incoación del procedimiento discipli-
nario. El plazo volverá a computarse si el procedimiento permanece para-
lizado durante más de un mes por causa imputable al inculpado.

La prescripción de la sanción se interrumpe por la iniciación, con
conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo
a continuar el plazo si aquel está paralizado durante mas de un mes por
causa no imputable al infractor.

3.– La cancelación supone la anulación del antecedente sancionador
a todos los efectos. Las sanciones leves se cancelarán al año; las graves a
los dos años, y las muy graves a los cuatro años, a contar desde el cum-
plimiento de las sanciones.

CAPÍTULO SEGUNDO

Régimen de distinciones y premios

Artículo 55.– Distinciones y premios.

1.– El Consejo, por medio de su Junta de Gobierno, podrá distinguir
a los miembros del colectivo profesional que especial y destacadamente
hayan contribuido al progreso y buen hacer de la profesión, así como a
las personalidades relevantes que a su juicio lo merezcan por la contribu-
ción al desarrollo de la profesión o de la organización colegial.

2.– El régimen de distinciones y premios previsto en el apartado ante-
rior podrá desarrollarse reglamentariamente.

TÍTULO VIII

Modificación del Estatuto 
Extinción y Disolución del Consejo

CAPÍTULO PRIMERO

De la Modificación Estatutaria

Artículo 56.– Modificación del Estatuto.

La modificación del presente Estatuto se iniciará a propuesta de la
Junta de Gobierno o de cualquiera de los colegios miembros. 

Será aprobada por la Asamblea General, conforme se prevé en los
artículos 13 y 19 del presente Estatuto.

Requerirá el acuerdo de la mayoría de Colegios que integran el Con-
sejo que representen a su vez a la mayoría respecto del total de colegia-
dos en Castilla y León, conforme se establece en el artículo 21 de la Ley
8/1997 de Colegios profesionales de Castilla y León. La tramitación se
adecuará a lo regulado en el artículo 24 de Decreto 26/2002 por el que se
aprueba el Reglamento de Colegios profesionales de Castilla y León.

CAPÍTULO SEGUNDO

De la extinción y disolución

Artículo 57.– Extinción y disolución.

La disolución del Consejo se producirá por propia iniciativa o por la
desaparición de las circunstancias previstas para su creación en el artícu-
lo 18 de la ley 8/1997 de Colegios Profesionales de Castilla y León.

La iniciativa de disolución del Consejo, será acordada por la mayoría
absoluta de los miembros de la Asamblea general, en sesión especial-
mente convocada al efecto. De este acuerdo se dará traslado al órgano
correspondiente de la Junta de Castilla y León a los efectos previstos en
la normativa de aplicación.

En los procesos de disolución, cualquiera que sea su causa, la pro-
puesta deberá comprender un proyecto de liquidación patrimonial, elabo-
rada conforme determina el artículo 1708 del Código Civil.

Aprobada la extinción o disolución por la Junta de Castilla y León y
publicada en el «Boletín Oficial de Castilla y León», se procederá a la
liquidación de sus bienes y derechos.

En el plazo de seis meses siguientes a la referida publicación, la Junta
de Gobierno, que seguirá en funciones a estos exclusivos efectos, adop-
tará los acuerdos para la liquidación y devolución del haber a cada uno de
los colegios integrantes.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.– En el plazo de treinta días naturales contados a partir de la
entrada en vigor del presente Estatuto, se reunirá la Junta de Gobierno del
mismo, previa convocatoria cursada al efecto, para tratar como único
punto del Orden del Día la elección de los distintos cargos de la Junta de
Gobierno, en los términos establecidos en el presente Estatuto. Los car-
gos que resulten elegidos desempeñarán sus funciones por el período que
reste para la finalización del mandato ordinario de las Juntas de Gobier-
no de los Colegios que integran el Consejo. 

Segunda.– En el plazo de noventa días naturales contados a partir de
la constitución formal de la Junta de Gobierno, se convocará una Asam-
blea General en sesión Extraordinaria a fin de aprobar, si procede, el pre-
supuesto del Consejo para el ejercicio que corresponda y la cuota anual
correspondiente. Aprobado el presupuesto, la Junta de Gobierno del Con-
sejo procederá a requerir a los Colegios la aportación obligatoria fijada.

DISPOSICIÓN FINAL

El presente Estatuto entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el «Boletín Oficial de Castilla y León».

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO

ACUERDO 91/2009, de 16 de julio, de la Junta de Castilla y León, por
el que se aprueba la Modificación de los Estatutos de la Caja de
Ahorros de Salamanca y Soria (Caja Duero) para su adaptación a
la ampliación del plazo previsto en la Disposición Adicional Segun-
da de la Ley 17/2008, de 23 de diciembre.

La Comunidad Autónoma de Castilla y León tiene atribuida la com-
petencia exclusiva en materia de «Cajas de Ahorros e instituciones de cré-
dito cooperativo público y territorial, en el marco de la ordenación gene-
ral de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus
facultades dicte el Estado», según lo dispuesto actualmente en el artículo
70.1.19.º del Estatuto de Autonomía aprobado por la Ley Orgánica
4/1983, de 25 de febrero, reformada por la Ley Orgánica 14/2007, de 30
de noviembre.

En ejercicio de dicha atribución, el párrafo cuarto de la disposición
transitoria primera del Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de
Castilla y León, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2005, de 21 de
julio, estableció que la renovación parcial de los grupos incluidos en la
agrupación primera prevista en los Estatutos o Reglamentos de Procedi-
miento Electoral de cada Caja debía quedar realizada en el mes de junio
de 2009.

Asimismo, mediante Acuerdo 47/2006, de 30 de marzo de 2006, de la
Junta de Castilla y León, se aprobaron los Estatutos y el Reglamento de
Procedimiento Electoral de la Caja de Ahorros de Salamanca y Soria
(Caja Duero), cuya disposición transitoria tercera recogió también que la
renovación parcial de los grupos incluidos en la agrupación primera pre-
vista en el artículo 15 de sus Estatutos debía quedar realizada en el mes
de junio del año 2009.

Posteriormente, la disposición adicional segunda de la Ley 17/2008,
de 23 de diciembre, ha ampliado el plazo para dicha renovación durante
seis meses (hasta diciembre de 2009).

De acuerdo con ello, la Asamblea General ordinaria de la Caja de
Ahorros de Salamanca y Soria (Caja Duero) celebrada el 28 de abril de
2009, con el quórum suficiente para ello, acordó la modificación del
párrafo cuarto de la disposición transitoria tercera de sus Estatutos, ele-
vándola con fecha 14 de mayo de 2009 a la Consejería de Economía y
Empleo para solicitar su aprobación.

Posteriormente, la Ley 7/2009, de 16 de junio, ha ampliado seis
meses el plazo previsto en la disposición adicional segunda de la Ley
17/2008, de 23 de diciembre, para la renovación parcial de los grupos
incluidos en la agrupación primera prevista en los Estatutos o Reglamen-
tos de Procedimiento Electoral de cada Caja, de tal manera que dicha

renovación deberá concluirse en el mes de junio del año 2010. Si bien es
cierto que la modificación estatutaria que ahora se tramita fue acordada
por la Caja de Ahorros de Salamanca y Soria (Caja Duero) antes de la
entrada en vigor de la Ley 7/2009 y, por tanto, ajustada al contenido de la
regulación aplicable en ese momento, en la próxima Asamblea General
que celebre esta entidad deberá adaptarse a lo establecido en la nueva
normativa vigente.

La preceptiva autorización de las modificaciones de los Estatutos y de
los Reglamentos de Procedimiento Electoral de las Cajas de Ahorro
domiciliadas en la Comunidad de Castilla y León, una vez aprobadas por
su Asamblea General, corresponde a la Junta de Castilla de León, quien
podrá ordenar la modificación de aquellos preceptos que no se ajusten a
la legalidad vigente, según lo dispuesto en los artículos 13, 51 y 55 del
Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de Castilla y León, apro-
bada por el Decreto Legislativo 1/2005, de 21 de julio.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero
de Economía y Empleo, y previa deliberación del Consejo de Gobierno
en su reunión del día 16 de julio de 2009 adopta el siguiente

ACUERDO

Aprobar la nueva redacción del párrafo cuarto de la disposición tran-
sitoria tercera de los Estatutos de la Caja de Ahorros de Salamanca y
Soria (Caja Duero) para adaptarla a la ampliación del plazo previsto en la
disposición adicional segunda de la Ley 17/2008, de 23 de diciembre, de
Medidas Financieras; en los mismos términos en que la modificación fue
acordada por la Asamblea General de esta entidad celebrada el 28 de abril
de 2009, quedando derogada la redacción anterior. No obstante, en la pró-
xima Asamblea General que celebre esta entidad deberá adaptarse a lo
establecido en la Ley 7/2009, de 16 de junio, actualmente aplicable.

Contra el presente Acuerdo, que pone fin a la vía administrativa,
podrá interponerse, potestativamente, recurso de reposición ante la Junta
de Castilla y León en el plazo de un mes o, directamente, recurso con-
tencioso administrativo ante la Sala del mismo nombre, con sede en
Valladolid, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León en el
plazo de dos meses; ambos plazos a contar desde el día siguiente al de su
notificación.

Valladolid, 16 de julio de 2009.

El Presidente de la Junta
de Castilla y León,

Fdo.: JUAN VICENTE HERRERA CAMPO

El Consejero de Economía 
y Empleo,

Fdo.: TOMÁS VILLANUEVA RODRÍGUEZ

ANEXO

DISPOSICIONES MODIFICADAS DE LOS ESTATUTOS 
DE LA CAJA DE AHORROS DE SALAMANCA Y SORIA

(CAJA DUERO)

Disposición Transitoria Tercera: Renovaciones parciales.

Párrafo cuarto:

De acuerdo con lo establecido en la disposición adicional segunda de
la Ley 17/2008, de Castilla y León, de 23 de diciembre, sobre medidas
financiera de Castilla y León, el plazo para la renovación parcial de los
Grupos incluidos en la agrupación primera del Art. 15 de los presentes
Estatutos, inicialmente fijado para el mes de junio de 2009, se amplía
durante seis meses; de tal manera que dicha renovación deberá quedar
realizada antes de que finalice el mes de diciembre del año 2009.

El mandato de los miembros de los Órganos de Gobierno que deban
ser renovados en el proceso electoral a que se refiere el párrafo anterior,
como consecuencia del cumplimiento del período de su mandato, queda-
rá prorrogado hasta la fecha de la Asamblea General en que se produzca
la incorporación de los nuevos Consejeros Generales, sin perjuicio de los
ceses que deban producirse como consecuencia de lo previsto en el Art.
34.1 del Texto Refundido de la Ley de Cajas de Ahorro de Castilla y
León, con excepción de las causas previstas en sus letras a) y b).


